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	Este informe fue realizado por un equipo que se propone seguir la evolución de la economía mundial como así sus particularidades en Latinoamérica, África y Argentina. El objetivo de este trabajo es ordenar la información y compendiarla quincenalmente, tratando de producir una herramienta que contribuya al análisis y a la discusión de la situación que estamos viviendo. Esta recopilación de información se realiza mediante un seguimiento diario de diversos periódicos y fuentes de información locales, latinoamericanas, estadounidenses, europeas y africanas, buscando lograr una visión lo más amplia posible para tratar de extraer las posturas y comportamientos de las diferentes burguesías y organismos internacionales en torno a diversos temas como la evolución de la crisis y la recesión mundial, el desempleo, la concentración económica y la apertura de los mercados, las políticas crediticias, comerciales, monetarias, laborales, de regionalización, de militarización, etc.


Situación mundial

Tan pronto la victoria en Irak se consolidó, las fracturas internacionales provocadas por el ataque muestran ciertos corrimientos. El unilateralismo tiene un límite concreto: el mundo no puede gobernarse sólo desde un polo, sino transitoriamente y en la búsqueda de nuevos equilibrios más favorables a explotar para sí y en cierta medida con los amigos. Así, se dan acercamientos algo sorprendentes sobre todo si vemos que algunos de ellos parten desde EEUU, justamente intentando dar un base política a lo que la fuerza le ha dado hasta ahora. Otra expresión de eso es el disenso que reflejan los medios masivos de EEUU: se limita al posible recambio que usufructuará “multilateralmente” lo que los dirigentes actuales obtengan mediante la fuerza unilateral.

Concentración, centralización y apertura de los mercados

Petróleo. La Organización de Países Exportadores de Petróleo (OPEP) se reunió en Viena y acordó reducir en dos millones de barriles diarios (9,2%) la exportación de crudo y elevar las cuotas de producción oficiales. La iniciativa apunta a reducir los suministros extra previos al ataque a Irak, aunque de todos modos, la clave está en la eliminación de la violación de las cuotas. Al momento de la decisión, el precio del barril estaba en 24 dólares (tipo Brent) y casi no varió ante el anuncio. La preocupación de la OPEP es que la combinación de su producción a pleno, del verano en el hemisferio norte, y de la recuperación de la producción iraquí –prevista para mayo o junio-, dé lugar a una abrupta caída de los precios (BBC – 25/4). La reducción fue realizada y quizás influenciada, por advertencias previas de la Agencia Internacional de Energía al respecto, cuando el precio del crudo rondaba los 30 dólares por barril (WSJ–17/4). 

Como resultado del actual reordenamiento de la industria petrolera, dos empresas privadas rusas (Yukos Oil Company y Sibneft, segunda y quinta dentro del país respectivamente) se fusionaron dando lugar al cuarto productor del mundo (detrás de British Petroleum, ExxonMobil y Shell), y acumulando reservas por 20.000 millones de barriles. Yukos pagará un total de 13.000 millones de dólares: 3.000 millones en efectivo y el resto mediante acciones, que dará a los accionistas de Sibneft 36% de la propiedad de Yukos (BBC, NYT, LF – 22/4). Dentro de Rusia desplazará, con un valor de mercado de 35.000 millones de dólares, a Lukoil del primer lugar y controlará 29% de su producción rusa (2,4 millones de barriles diarios). Esta operación muestra la concentración progresiva del mercado ruso, pues se suma a la reciente adquisición de Tyumen Oil Company por British Petroleum en 6.800 millones de dólares. Aunque aún se está lejos de la situación en la era soviética: la URSS extraía 600 millones de toneladas anuales mientras que Rusia actualmente llega a 306 millones (LF – 23/4).

Apertura de nuevas áreas petroleras en el Golfo de Guinea. Los gobiernos de Nigeria y Santo Tomé anunciaron la apertura de la llamada “Zona de Mutuo Desarrollo” en las costas del Golfo de Guinea, que consta de 9 áreas con reservas de petróleo a ser concesionadas a empresas extranjeras. Por un acuerdo reciente, las regalías corresponderán en un 60% a Nigeria y a Santo Tomé el 40% restante.

Los contactos africanos de TotalFinaElf. Se inició un escandaloso proceso contra tres altos miembros de la petrolera francesa por la desviación, en la década del 90, de cientos de millones de dólares hacia gobiernos (Gabón, Angola, Congo y Camerún) y funcionarios africanos con el fin obtener concesiones y condiciones favorables para la compañía. Las “atenciones” eran depositadas en bancos suizos. En el caso de Angola, se comprobó que TFE se aseguró el negocio sobornando tanto a miembros del gobierno como al líder de UNITA, la guerrilla financiada por EE.UU. 

México. México se convirtió en el principal proveedor de petróleo de EEUU durante febrero, superando a Canadá y Arabia Saudita, según cifras preliminares del Departamento de Energía de EEUU. Asimismo, los ingresos de México por sus ventas de crudo a ese país aumentaron 97% en el primer bimestre de 2003 en comparación con el mismo lapso de 2002. En enero y febrero, México obtuvo ingresos por 2.546 millones de dólares, derivados de la venta de 91 millones de barriles de crudo. De acuerdo con informes de la Secretaría de Hacienda, los ingresos por la venta de crudo le permitirán compensar la caída en la recaudación fiscal. 

Exportación de gas boliviano. Perú y Chile se disputan el puerto de salida del gas de Tarija (Bolivia) con destino a los mercados mexicano y californiano. Desde la privatización de las industrias del petróleo y el gas en 1997, unos 2,5 miles de millones de dólares han sido invertidos en estos sectores, y ahora el consorcio Pacific LNG (Repsol, British Gas y British Petroleum) espera explotar las enormes reservas (13 trillones de pies cúbicos) gasíferas de Tarija mediante un gasoducto que las conecte con el Pacífico por un costo de 6.000 millones de dólares. Comentemos que la extracción de gas natural es en Bolivia el sector que más a crecido (un 30% en el 2002) y, ante la crisis de la producción de estaño, es vista como una tabla de salvación para la insostenible economía boliviana. Actualmente, la mayor parte de las exportaciones bolivianas de gas se dirigen al mercado de San Pablo (Brasil) mediante un gasoducto que parte de Santa Cruz. La elección del puerto de salida se enfoca en clave política en los medios chilenos, que resaltan que la ruta chilena es más corta y que la banca local ofrece mejores condiciones de financiamiento, por lo que sólo el resentimiento boliviano con Chile por la pérdida de su salida al mar explicarían su elección por Perú. El capital transnacional, poco interesado en las reivindicaciones nacionales históricas, juega sin embargo un papel. Shell, que ha invertido 3.000 millones de dólares en la exploración de las reservas gasíferas de Camisea, en Perú, espera que el gasoducto le permita orientar su propia producción hacia los mercados del norte; la secunda la argentina Pluspetrol, que ha invertido 1.400 millones en esta región. 

Difícil avance del proyecto constitucional europeo. El presidente de la Convención para el Futuro de Europa (el ex-presidente francés Valéry Giscard d'Estaing) presentó un primer borrador para la futura constitución europea. Giscard quiere crear una presidencia poderosa con su propio mini-gabinete, algo que la Comisión (tradicionalmente la institución más poderosa de la Unión) ve como un desafío a su autoridad. También el Parlamento Europeo se mostró disconforme con el borrador ya que, según el jefe de la principal bancada, “lo único que hace es reducir el poder de los países más pequeños de la UE, de la Comisión y del Parlamento Europeos”. La división de fondo tras las disputas burocráticas por el poder, es entre pan-europeístas y defensores de los estados nacionales, y entre los países grandes y chicos. Las propuestas de Giscard tienden al pan-europeísmo y a favorecer a los países grandes. Crea una presidencia de hasta cinco años (contra los seis meses actuales), reduce a la Comisión Europea de los 20 miembros actuales a 15, pero agregando 15 nuevos miembros “consultivos” (sin voto). Aquí los países chicos temen perder “su” comisionado (de todos modos, con la UE ampliada a 25 miembros la pelea será por los comisionados con voto). La determinación del número de parlamentarios en proporción a la población, implicará una menor presencia de los países chicos. Giscard propone además, crear un Congreso Europeo, conformado en dos terceras partes por miembros de los parlamentos nacionales, y que decidiría cualquier futuro cambio constitucional y debatiría las propuestas políticas del nuevo presidente y su gabinete (TE – 24/4). El borrador fue duramente criticado por el representante alemán: “Usted (por Giscard) no nos ha escuchado, si no hubiera tenido en cuenta nuestras preocupaciones. Hemos trabajado duro durante un año y sus propuestas desechan todos nuestros compromisos”. El representante de Finlandia declaró que con el proyecto “tratamos de imitar al presidente de EE.UU., al Congreso Popular chino y al Politburó de la URSS”. Durante la cumbre de Atenas, 18 de los 25 miembros de la UE rechazaron la idea de un presidente permanente, pero Giscard afirma que los países grandes (sobre todo Alemania, Francia y Gran Bretaña) apoyan la idea y representan a la mayoría de los ciudadanos europeos. El borrador deberá ser aprobado por la Convención (de 105 miembros) para presentarlo en junio en una cumbre de la UE, donde, si es aprobado, reemplazará a todos los tratados previos con un documento único (BBC – 23 y 24/4).

Por otra parte, en dicha cumbre, 10 nuevos países ingresaron a la UE, que a partir de mayo del 2004 contará con 25 miembros, en un acto simbólico más que nada, ya que en puntos importantes referidos al funcionamiento de la nueva UE (que incrementa un 5% su PBI y 20% su población), tales como la política de subsidios -agricultura, pesca-, instituciones de gobierno común, política monetaria del Banco Central Europeo, como así la política exterior y de defensa; las diferencias entre miembros no son menores. En principio el único país de la UE que se beneficiaría de forma más inmediata con la ampliación es Austria, ya que funciona como cabeza de playa de muchas firmas multinacionales que se implantan en el país apuntando a los mercados de Europa del este, una zona donde políticamente muchos países miembros (sobre todo Polonia) se alinearon con EE.UU. en la invasión a Irak. En sintonía con una consensuado y generalizado ataque del capital al trabajo, el presidente italiano Silvio Berlusconi propuso en Turín, ante un auditorio de 5.000 industriales, avanzar hacia una reforma a escala europea de todo el sistema de jubilaciones, cuestión que entre otras sacude fuertemente a Francia, a Alemania y Gran Bretaña en menor medida, y que esencialmente consiste en aumentar los años de aporte y reducir los costos patronales, reclamado hace tiempo por organismos como la OCDE y el FMI (LF – 18, 20 y 21/4).

Regionalización y militarización

Medio Oriente

El rediseño del mapa de la región, que comenzara con la intervención norteamericana en Irak y siguiera con Siria, se extiende ahora también a Palestina. La radical diferencia con el conflicto con Corea del Norte, desde su origen, es una clara muestra de las necesidades norteamericanas y las consecuentes respuestas, las cuales cada vez más indican la unilateralidad en la toma de decisiones y la capacidad de resistir presiones de aliados y opositores. Asimismo, todas estas intervenciones están atravesadas por el conflicto al interior de la administración Bush, entre el Departamento de Estado y la CIA, por un lado, y el Pentágono y el Departamento de Defensa por el otro. Expresión de esto es la intención del Secretario de Defensa, Donald Rumsfeld, de realizar una reforma integral del aparato militar, que representaría la mayor desde la administración de Einsenhower (tras la segunda guerra mundial) y promovería el reemplazo por el sector privado y funcionarios civiles del personal militar en tareas civiles, para que éste se dedique exclusivamente a tareas militares (NYT – 14/4). La presión sobre el Secretario de Estado, Colin Powell, que tuvo que ser respaldado por el presidente Bush es una muestra que, actualmente, el sector militarista predomina (NYT – 24/4).

Irak
Política de posguerra. El gobierno norteamericano finalmente estableció al general retirado Jay Garner y al Teniente General David McKiernan como máximas autoridades civiles y militares, respectivamente (TE–24/4). Las decisiones tomadas por la coalición muestran que el supuesto “rol vital” que cumpliría la ONU se limita al área de ayuda humanitaria y a una indefinida asesoría política. En rigor, al interior de la misma coalición el peso del resto de los aliados es mínimo en la toma de decisiones, pues prevalece absolutamente el criterio norteamericano; pero importante a la hora de solventar el gasto de la intervención: “Dov Zakheim, el responsable de la reconstrucción del Pentágono, manifestó que se recaudaron 1.700 millones de dólares en asistencia financiera, alimentos, medicamentos y otros productos de varios países” (NYT – 23/4). Tanto enemigos como aliados (hayan aportado tropas o no) están empujados a buscar el reconocimiento de los EE.UU. si quieren ser tomados en cuenta en el reparto de los beneficios de la intervención y hasta el momento la única forma es financiando la reconstrucción. De todas maneras, a juzgar por las decisiones norteamericanas mucho deberán transpirar para obtener algún rédito y no hay garantías de él. En este sentido, la oposición quedó circunscripta prácticamente a Rusia, el único país que se opone a levantar las sanciones que pesan sobre Irak y que, con Saddam depuesto, traban el comercio petrolero. Inclusive Francia y Alemania, a pesar del encuentro con Rusia en San Petersburgo, relajaron su postura. Alrededor del levantamiento de las sanciones reside la única carta fuerte en poder de la ONU. Una nueva resolución del Consejo de Seguridad de la ONU que otorgue el control de las reservas de petróleo (y de sus beneficios) a la autoridad de transición que dirija la reconstrucción, que EE.UU. y Gran Bretaña se arrogan el derecho de determinar. Ello implica eliminar las sanciones económicas que pesaban sobre Irak desde 1991 y el control del Consejo de Seguridad sobre las exportaciones petroleras (programa petróleo por alimentos). Mientras no haya un gobierno legítimamente reconocido en Irak, en teoría, nadie tiene capacidad legal para la explotación de sus recursos naturales. La propuesta francesa es suspender temporalmente las sanciones, hasta que el regreso de los inspectores de armas de la ONU y la certificación del desarme, den lugar al levantamiento definitivo de las mismas (TE – 24/4, BBC – 26/4). Los EE.UU., hábilmente, buscan eliminar las sanciones paulatinamente, al tiempo que intenta dejar en manos de la coalición la búsqueda de las armas de destrucción masiva (NYT – 17/4). ¿Por qué? Porque mientras conforma un gobierno afín a sus intereses (hecho que, de todas formas, no parece tan simple) busca evitar dilaciones e imprevistos que pueden representar el retorno de los inspectores de armas, al tiempo que justifica la urgencia en la eliminación de sanciones con la necesidad de financiamiento de la reconstrucción. El escollo que representa la ONU en este sentido, promete ser terreno de cruenta disputa cuando lo que se juega es el negocio petrolero, incluso a costa de los mecanismos que permitieron la intervención. Estas pujas, ocultas en EE.UU., son explícitas en Gran Bretaña, donde tanto el canciller Straw como el ministro de defensa británico han sugerido que EE.UU. puede dejar de lado a la ONU en la búsqueda de armas de destrucción masiva. Inclusive, fue necesario aclarar que: “no se plantarán armas de destrucción masiva en Irak para justificar el ataque”, teniendo inmenso cuidado en chequear la veracidad de cualquier hallazgo (algo poco creíble después de las “pruebas” presentadas ante la ONU, que se demostraron plagiadas). Respondiendo sobre si era momento para el regreso de los inspectores, Straw mintió descaradamente: afirmó que Blix consideraba no había condiciones para que los inspectores trabajen en Irak. Por el contrario, el jefe de los inspectores de armas de la ONU, declaró días antes que aún existe una tarea válida para el retorno de los inspectores a Irak para examinar cualquier hallazgo: “podríamos no sólo recibir los informes de estadounidenses y británicos sobre lo que hallaron o no, sino también corroborar buena parte de ello. Creo que el mundo desearía tener un informe creíble sobre la ausencia o la erradicación del programa de armas de destrucción masiva” (BBC – 18 y 24/4). 

Mientras tanto, al interior de Irak, los EE.UU. continúan estableciendo medidas para conformar un gobierno afín a sus intereses. Para lo cual realizó una reunión de 100 líderes iraquíes con la administración norteamericana del país, al que no asistió el principal grupo chiíta (WP – 16/4, TE –17/4). En la misma, grupos sunnitas, chiítas, kurdos y monárquicos, se manifestaron en favor del establecimiento de un gobierno federal. Simultáneamente y como sucede diariamente en todo el territorio iraquí, una multitudinaria manifestación se oponía a la celebración de la misma y, en general, a la presencia norteamericana en la región. Contrariamente a lo sostenido habitualmente por los EE.UU. en relación a una disputa entre el credo sunnita y chiíta (ambos islámicos), dichas facciones se mostraron unidas contra el colonialismo, Saddam y los EE.UU. Mientras todo esto ocurría y como clara muestra del caos que aún reina en el país (que permitió el saqueo de invaluables tesoros arqueológicos), Muhammad Mohsen Zobeidi, líder de un grupo de exiliados iraquíes, consiguió presentarse como gobernador de Bagdad designado por un consejo de clérigos, ancianos y académicos, se apoderó de vehículos y edificios gubernamentales, nombró a un delegado para participar en la reunión de la OPEP en Viena y dio información a los estadounidenses para la captura de Tareq Aziz (vicepresidente de Hussein), antes de ser arrestado por los estadounidenses (NYT – 24/4).

Economía de posguerra. La marcha de la economía también deja de lado a la comunidad internacional. A pesar de la inicial reticencia del presidente del Banco Mundial, James Wolfensohn, tanto esa institución como el FMI conformaron grupos de trabajo para el tratamiento a largo plazo de la economía iraquí (NYT, TE – 14/4). Parece ser que para dotar de cierta multilateralidad, los EE.UU. recurrieron a dichos organismos internacionales de crédito en detrimento de la ONU, aunque en la práctica no son más que un instrumento norteamericano (que constituye el principal aportante a los mismos). Asimismo, y en estrecha relación con lo anterior, la Reserva Federal de EE.UU. (Fed) comenzó a enviar decenas de millones de dólares a Irak, que se destinarían a un pago de emergencia de 20 dólares para cada funcionario estatal iraquí, sumando un total de 50 millones de dólares. EE.UU. negó que esté intentando dolarizar la economía iraquí, aunque a juzgar por el resultado que tuvo en Afganistán, la moneda iraquí perdería aún más valor. Con todo, EE.UU. asegura que habrá una nueva moneda local que será introducida por la nueva autoridad iraquí (que aún no se sabe cuándo asumirá). Con ello busca calmar a críticos y a los países vecinos que denuncian en una posible dolarización, una anexión económica de Irak (BBC – 17/4). Mientras tanto, la adjudicación de tareas de reconstrucción sigue su curso, cuyas líneas fueron trazadas en enero de este año (TE – 16/4). Las empresas beneficiadas son exclusivamente norteamericanas, aunque muchas de ellas realizan subcontratos con empresas extranjeras. De todas formas, este hecho poco indica, pues es factible que las mismas sean de propiedad de capitales norteamericanos. Tanto aquí como alrededor de la cuestión del petróleo, la oposición internacional sigue presionando pues “aún compañías británicas, aliado principal de EE.UU., están consternadas por haber sido excluidas del proceso de contratación. La oposición francesa, alemana y rusa es mayor (...) en Francia (...) el ministro de economía fijó un encuentro con la MEDEF, principal federación empresaria, para explorar formas de obtener contratos en Irak, con el cuál tiene lazos comerciales históricos” (TE – 16/4). A modo de ejemplos, Alcatel (telefonía), Vinci (provisión de agua y cloacas) y Renault, poseían contratos con Irak celebrados previamente a la invasión. Respecto de la industria petrolera, el temperamento es el mismo aunque la cuestión es manejada con mayor celo, por su impacto en la opinión pública. Al respecto, los EE.UU. anticiparon que el ministerio de petróleo estaría manejado por cuatro o cinco funcionarios iraquíes que “reportarían o serían parte de un comité asesor que incluiría otros funcionarios iraquíes y de los EE.UU. y sus aliados (...) dicho comité estaría presidido por Philip Carroll, ex presidente ejecutivo de Shell Oil Company, la sección norteamericana de Royal Dutch Shell (...) un posible candidato al comité es Fadhil Othman, ex director de la Organización Estatal del Comercio Petrolero, encargada de exportar el petróleo iraquí (...) quien dejó Irak a mediados de los noventa (...) el Pentágono también mencionó a Muhammad Ali Zainy, ingeniero y ex funcionario del ministerio de petróleo iraquí” (NYT – 26/4). En definitiva, los cargos nativos estarían ocupados por ex funcionarios del régimen, pertenecientes al momento más agresivo de la política del régimen de Saddam. Como manifestó un miembro del congreso norteamericano: “Carroll puede tener las mejores intenciones, pero  confirma a todos en la región que todo este asunto giraba alrededor del petróleo” (NYT – 26/4).

Siria

Si bien las expresiones del gobierno norteamericano bajaron de tono respecto de Siria, la presión se mantiene sobre ese país, ahora conjuntamente con Gran Bretaña. La respuesta del embajador sirio en Londres fue clara, acusando a EE.UU. y Gran Bretaña de no tener en cuenta al país de la región con el mayor arsenal de armas no convencionales (Israel) y de atreverse a llamar “terrorista” a un grupo político que tiene bancas en el parlamento libanés y ha luchado contra la ocupación extranjera de su país (Hezbollah se conformó tras la invasión israelí del Líbano) (BBC – 14/4). El secretario de estado norteamericano Colin Powell, incluyó a este país en un eje del mal “junior”, junto a Libia y Cuba (NYT – 15/4). 

Palestina
El atentado perpetrado por combatientes palestinos el 29/4, día de la asunción del nuevo primer ministro palestino, es expresión de un doble proceso: por un lado, las fracturas al interior del gobierno palestino y, por el otro, el incremento de la presión norteamericana e israelí sobre el proceso de negociaciones y sobre la población palestina. En rigor, las divisiones palestinas son el resultado de las maniobras encaradas por el Estado de Israel y los EE.UU. El flamante primer ministro palestino Abu Mazen, inicialmente resistido por el sector del gobierno que responde a Yasser Arafat, presidente palestino, fue aceptado. A partir de entonces, “la administración Bush, buscando la renovación de los líderes palestinos, presionó a europeos y el mundo árabe para detener el apoyo diplomático a Arafat y quitarle las actividades que le otorgan financiamiento (...) es uno de los temas principales de la gira que el secretario de estado Colin Powell realizará por el Medio Oriente el mes que viene (...) el objetivo es que Arabia Saudita y el resto de los países árabes persuadan al nuevo primer ministro para que presione a Arafat para que desarme a las organizaciones armadas (...) también indicó a Israel que debe relajar la presión en las áreas controladas por Mazen (...) gran parte de la presión (...) está dirigida a los 1.000 millones de dólares anuales que el gobierno palestino recibe anualmente por donaciones, un cuarto del cual proviene de la UE y más de un tercio de la Liga Árabe (...) el nuevo ministro de economía, Salam Fayyad, ex funcionario del FMI, manifestó que los libros del gobierno deberían abrirse” (NYT – 26/4). El resurgir de la cuestión palestina en la agenda norteamericana de Medio Oriente, muestra claramente que, en un contexto de indefinición respecto de la cuestión iraquí se buscaba ocultar la estrecha relación que siempre tuvieron los conflictos (y que en su momento era eje de reclamos árabes) pues la actual política norteamericana en Palestina (“divide y reinarás”) inevitablemente hubiese generado mayor inestabilidad en la región.

Corea del Norte
El 28/4 se llevó a cabo un encuentro en Pekín entre China, Corea del Norte y EE.UU., para encontrar una salida diplomática al conflicto entre los dos últimos alrededor del programa nuclear norcoreano. La propuesta, cuyos principales lineamientos no fueron revelados, deberá ser considerada por los EE.UU. Asimismo, en el presente conflicto también se revelan las pujas en el interior del gobierno norteamericano, ya que las conversaciones fueron conducidas por el secretario de estado asistente James Kelly, mientras que “Rumsfeld circuló un memorando proponiendo que China y EE.UU. intenten derribar el gobierno de Kim Jong Il. Asimismo, presionó sin éxito para que un funcionario más conservador del departamento de estado, John Bolton, encabezara las conversaciones” (NYT – 24/4).

América Latina

El "patio trasero" empieza a sentir los embates de la nueva política que intenta imponer Washington. Los países que no se alinean detrás de la Casa Blanca empezaron esta quincena a sufrir diferentes tipos de presiones. Hay tres "escenarios" posibles de conflicto en el corto plazo en nuestro propio hemisferio: Colombia, Venezuela y Cuba. Mientras que la política migratoria de EEUU afecta particularmente a México. 

Cuba. En esta quincena el enviado especial del Departamento de Estado de EEUU para América Latina, el estadounidense de origen cubano Otto Reich, igualó a Fidel Castro con Saddam Hussein; y al ser interrogado sobre la posición del gobierno de George W. Bush frente a los países que no apoyaron la decisión de EEUU de atacar a Irak, consideró: "ahora sabemos, por supuesto, quiénes son nuestros amigos (La Jornada de México. De aquí en adelante LJdM, 22/4). Por su parte, Fidel Castro elevó el nivel de las acusaciones al declarar públicamente por primera vez la posibilidad de un eventual ataque militar estadounidense contra Cuba: "Ahora estamos enfrascados en esta batalla contra las provocaciones que pretenden conducirnos a un conflicto y a una agresión militar de EEUU", señaló en un discurso durante un acto de apoyo al gobierno de Hugo Chávez. 

La acusación de Fidel Castro sigue a las acusaciones de que Washington crea y fomenta la oposición interna en la isla, que pretende precipitar una crisis migratoria y de que agentes en la Casa Blanca y Florida propician los secuestros de naves. El canciller cubano Pérez Roque recordó que se han registrado en el país siete secuestros de naves en siete meses, empleando armas de fuego, armas blancas y violencia contra los pasajeros-rehenes, todos con la intención de emigrar a EEUU. Dijo: "Creemos que hay un plan consciente cuya meta final es dar al traste con los acuerdos migratorios que han venido funcionando entre ambos países por casi una década y cumplir el gran sueño de los grupos extremistas de origen cubano, de la mafia terrorista de origen cubano que vive en la Florida, que siempre se opuso a esos acuerdos y que han presionado continuamente al gobierno de EEUU para que rompa estos acuerdos" (LJdM, 13/4). 

Los acuerdos de 1994-95 pusieron fin a la crisis de los balseros, el éxodo desordenado de más de 30.000 cubanos a EEUU, que siguió a un clima de agitación, secuestros y tomas de embajadas en la isla, estremecida entonces por la crisis económica precipitada por la caída de la Unión Soviética. Pérez Roque dijo que en los primeros cinco meses del actual ejercicio, es decir del primero de octubre al 28 de febrero, sólo se han entregado 505 visas, cifra muy reducida con relación a periodos similares de años anteriores (niveles que van de 7.000 a 11.000 ). 

Pérez Roque expuso que, según las autoridades cubanas, hay una secuencia de escenarios que desemboca en las ejecuciones (la ejecución de los tres secuestradores de una embarcación cubana) como fórmula disuasoria: a) facilidades en EEUU para la emigración ilegal desde la isla; b) secuestros de naves; c) crisis migratoria, y d) conflicto bilateral. 

Paralelo a estas presiones, EEUU logró nuevamente imponer por un año más el bloqueo a la isla en las Naciones Unidas, aduciendo que se cometen violaciones a los derechos humanos. Los países latinoamericanos que apoyaron a EEUU fueron: Chile, Costa Rica (país que trató de endurecer el bloqueo pero que fue rechazado por el resto de los países), Guatemala, México, Paraguay, Perú y Uruguay. Tanto Chile como México habían retirado su apoyo a EEUU en la guerra contra Irak, pero ante una posible "sanción" económica por votar contra este país en el caso Cuba, decidieron "brindar" su apoyo. Los latinoamericanos que votaron en contra del bloqueo fueron la propia Cuba, y Venezuela (gobierno que también está siendo asediado por EEUU). Tanto Argentina como Brasil se abstuvieron.

Cuba consideró una ''desvergüenza'' que EEUU, responsable de "la muerte de más de 4 millones de vietnamitas, de decenas de miles de desaparecidos en América Latina y de la reciente ejecución sumaria de cientos de civiles iraquíes, e incluso de periodistas europeos", exprese ''preocupación por el derecho a la vida y el debido proceso''. (LJdM, 15/4)

Política migratoria. En el mismo sentido de imponer un nuevo orden, EEUU impuso nuevas restricciones a la migración, ya que a partir de ahora puede ser detenido todo indocumentado y ser acusado de pertenecer a grupos terroristas. El procurador general, John Ashcroft, amplió de manera significativa el poder del gobierno norteamericano al ordenar que todos los inmigrantes indocumentados, aun los no vinculados con el "terrorismo", podrán ser detenidos de forma indefinida por razones de "seguridad nacional". De inmediato, defensores de inmigrantes y grupos de derechos civiles impugnaron esta nueva norma, pero señalaron que es consistente con las recientes medidas adoptadas por el presidente George W. Bush para minar las leyes de protección de las garantías de los habitantes de este país. 

El resultado de esa orden es que, en contraste con la práctica anterior, el gobierno ahora puede declarar que una amplia categoría de indocumentados representa un riesgo a la seguridad nacional, sin tomar en cuenta los méritos de los casos individuales, y declarar que pueden ser detenidos sin posibilidad de libertad bajo fianza mientras esperan sus audiencias en los tribunales (LJdM, 26/4). Es sabido la cantidad de latinoamericanos, sobre todo mexicanos y centroamericanos que viven en EEUU, y que ésta medida está destinada a frenar el flujo de mano de obra ante la falta de nuevos puestos de empleo.

Gira del Secretario del Tesoro de EEUU. John Snow visitó Brasil, Ecuador y Colombia. En una señal de la importancia política que ha otorgado a Brasil el gobierno del presidente George W. Bush, Snow dijo que Washington está preparado a perdonar y olvidar la fuerte oposición de Brasil a la guerra contra Irak: "Respetamos la posición del país, nos decepcionó por supuesto, pero la respetamos", dijo Snow (Reuters, 26/4). Como muestra adicional de la buena voluntad de EEUU agregó: "Creo que la economía brasileña, gracias al liderazgo del señor Palocci y del Banco Central, y del gobierno del presidente Lula, va por un camino positivo y muy bueno". ¿Qué rumbo es ese? Contener la inflación el precio de mayores tasas (y por ello menor actividad), reducir el gasto y buscar la reforma de los sistemas fiscal y previsional. El resultado hasta el momento es el fortalecimiento de la moneda local, el real y el alza en los precios de los bonos y en los precios de las acciones.

África

la administración republicana parece optar por el momento por aislar en el norte y este africano –un continuo cultural y económico de Cercano y Medio Oriente– los elementos y gobiernos “extremistas” (Sudán, Libia, probablemente Etiopía), consolidar su predicamento entre los gobiernos musulmanes “moderados” (Egipto, Argelia, Marruecos, Túnez) y entre sus adeptos declarados (Eritrea, Uganda, Tanzania, Kenya). 

Dos grandes ejes atraviesan la política exterior de la actual administración republicana: un rediseño geopolítico que implica “tolerancia cero” hacia los estados “rebeldes” (sean extremistas islámicos o no) y una agresivo impulso para la apropiación de mercados y bienes estratégicos (como el petróleo). 

Ambas líneas confluyeron en los episodios de Afganistán e Irak , pueden aparecer divorciadas en el corto plazo. El caso de Sudán es ilustrativo.

La ofensiva posterior al 11-S y el descubrimiento de importantes reservas petroleras impulsaron a los EE.UU. a intervenir en esta guerra civil, que sin embargo se viene desarrollando, con apenas una década de tregua (1972-1983) desde la independencia del país en 1956 (ver Informes de la 2da quincena de Julio y 1ra de Agosto de 2002). Luego de meses de negociaciones frustradas, el gobierno de Bush suscribió la llamada “Ley para la paz en Sudán”, que implicaba medidas disuasorias para el gobierno musulmán del norte del país: bloqueo de ingresos petroleros y de préstamos, embargo de armas, congelación de haberes de sociedades sudanesas en EE.UU. y financiación del grupo sureño rebelde. El gobierno de Sudán (que depende enteramente de los ingresos del petróleo) se vio forzado a aceptar nuevas rondas de negociaciones que podrían implicar la partición del país. Este dato es importante: el sur (cristiano) posee la mayor parte del petróleo. La suspensión de las medidas de presión depende de la aprobación cada seis meses, por parte de Bush, de las condiciones en que se desarrolla la negociación. Ahora bien, en estos días el presidente norteamericano ha expresado su satisfacción en este sentido, a pesar de las denuncias de que continúan los combates, los desplazamientos y la utilización de mano de obra sureña en condiciones de esclavitud. La medida contraría al sector de la derecha cristiana estadounidense que insiste en que el Frente Nacional Islámico de Hassan Al Turabi, en el gobierno, pretende articular a todas las fuerzas integristas de la región, y que el conflicto de Sudán es causa de desestabilización para los gobiernos aliados de Uganda y Eritrea. Representa sin embargo un triunfo de los lobbys petroleros, que, animados por la deserción de la Total francesa en 2002, pretenden hacerse de las reservas sudanesas: el país produce unos 240.000 barriles diarios, el 60% a través de un consorcio mixto que incluye a empresas de Malasia, China y Canadá, pero cerca de un 80% de sus reservas no están siendo explotadas. La aplicación de la “Ley para la paz” constituiría una traba para la explotación de estas reservas. La “moderación” norteamericana responde también a las contrapresiones por parte de Francia (implicada en el conflicto desde fines de los 90) y la Liga Árabe, que ha decidido hace un año crear un fondo para la reconstrucción del sur. A Egipto, en particular, no le agrada la perspectiva de tener que renegociar con un nuevo estado el reparto de aguas del Nilo: el tratado actual lo beneficia, ya que le adjudica un triple de la cuota sudanesa. 

Recesión y Desempleo 

EE.UU. 

El presidente Bush, retornó a la agenda doméstica, consciente de que la crisis económica del país puede poner en riesgo la elección presidencial de noviembre de 2004, como le ocurrió a su padre frente a Clinton en 1992. En este sentido, arremetió nuevamente con el recorte impositivo, aunque redujo sus intenciones de 726.000 millones de dólares a 550.000 millones. Ahora, entre la propuesta del Senado (350.000 millones en 10 años) y la de la Casa Blanca (que se supone será la que adopte la Cámara de Representantes), deberá surgir el número final, ya que la medida no es objetada en sí misma. Esta iniciativa, central en la política económica del gobierno, está permanentemente presente en la política conservadora, y contrasta con el informe anual de la Universidad de Syracuse sobre el desempeño del ente recaudador (Internal Revenue Service - IRS). En el mismo se revela que “las condenas y las acciones judiciales contra evasores ha caído a la mitad en la última década, aún cuando la evasión fiscal creció; el IRS se concentra en casos menores, evitando los americanos prominentes; el peso de la carga impositiva se desplazó de las corporaciones a los individuos, con las corporaciones contribuyendo con el 10,5% de todos los impuestos recaudados en 2002, inferior al 16,4% registrado en 1973” (NYT – 14/4).

En un contexto de fuerte retroceso industrial (la capacidad utilizada alcanzó en marzo 2003 un 72,9%, su menor nivel en 20 años) y de fuerte desempleo (si bien la tasa de desempleo continúa en un 5,8%, en la misma no se incluyen los que ya dejaron de buscar trabajo, hecho evidenciado por la mayor caída en 40 años del total de la fuerza laboral), los empresarios continúan profundizando el avance sobre el trabajo (WP – 16/4; NYT – 27/4). En esta oportunidad, las jubilaciones de los trabajadores: “un importante número de compañías reserva millones de dólares en los planes jubilatorios de los ejecutivos, aunque relegan realizar las contribuciones a los financieramente comprometidos planes del resto de los trabajadores. La cuestión está convulsionando a las aerolíneas, debido a recientes revelaciones que American Airlines, Delta Airlines y United Airlines (todas en proceso de quiebra) reservaron millones de dólares en cuentas especiales de jubilaciones para ejecutivos (...) el listado incluye a Motorola Inc., Altria Group (antes Phillip Morris) y Abbott Laboratories (...) dichas empresas no están violando ninguna ley. Las leyes federales requieren que las compañías hagan contribuciones mínimas para los planes que no posean fondos suficientes (...) el fondo de pensiones de Motorola, que cubre a 70.000 trabajadores, estaba con un déficit de fondos de 1.400 millones de dólares (...) aunque Motorola no aportó suma alguna para cubrir esa brecha, la compañía sí contribuyó con 38 millones para el fondo de pensión para ejecutivos (...) en el pasado, las jubilaciones eran pagadas con colocaciones de una compañía, o sea que si ésta quebraba, los ejecutivos debían colocar sus créditos entre el resto de los acreedores. Ahora, con los fondos protegidos, los ejecutivos tienen el dinero sin importar lo que suceda” (WSJ – 24/4).
Japón. El 16 de abril se estableció la Corporación de Recuperación Industrial, ente estatal cuya tarea es reestructurar empresas en problemas tras adquirir sus préstamos en mora a los bancos acreedores. Cuenta con 83.000 millones de dólares, tiene dos años para elegir qué empresas salvar y tres para hacerlo. El problema es que no está definido el tipo de empresa a salvar. La Corporación preferiría a las industrias con buenos negocios centrales, que puedan darle estrategias de salida plausibles tras el rescate. De este sector, los candidatos serían empresas como Fujitsu (el mayor productor de computadoras) o NEC (electrónica). Por el contrario, los bancos prefieren que el rescate se aplique a empresas con peor perfil crediticio. En este caso serían las empresas de construcción o de comercio minorista, con mucha menor chance de supervivencia (TE – 17/4).

Alemania. El panorama político se complica para el canciller socialdemócrata Schroeder. Los sindicalistas y los miembros de izquierda de su partido, han prometido bloquear el programa de reformas Agenda 2010 (menos beneficios sociales y liberalización del mercado laboral). Para ello han logrado imponer que las reformas sean examinadas en una conferencia especial del partido para el 1º de junio. Ya en tres estados se ha votado a favor del debate, que Schroeder preferiría evitar y que ilustra la fractura entre la base y los líderes partidarios. Los opositores a las reformas piden una inyección de inversión estatal para revitalizar la economía, algo tildado de irrealista por el sector reformista que respalda al canciller, el resultado dependerá de su habilidad política para que las reformas superen la oposición interna (TE – 17/4).

Gran Bretaña. Según la OCDE, la devaluación de la libra –que estimulará las exportaciones- y el aumento del gasto estatal revitalizarán el crecimiento este año, que llegaría al 2,1% (frente a 1,6% en 2002). El principal riesgo es una caída abrupta en el consumo, que podría resultar de una caída de los precios inmobiliarios (la suba de precios inmobiliarios dio base a un mayor endeudamiento personal mediante hipotecas, si cayesen los precios esa fuente de crédito se reduciría y caería el consumo) (BBC – 24/4).

Según la encuesta trimestral de las Cámaras de Comercio Británicas (entidad de pequeños y medianos empresarios, con unos 135.000 asociados), el empleo, los pedidos de exportaciones y las ventas han empeorado tanto para el sector servicios como para el industrial. El director general de la entidad declaró que “el agudo deterioro de las condiciones en los negocios, particularmente en el mercado externo, es alarmante. Todos los indicadores de este trimestre son extremadamente sombríos”. También reclamó al gobierno que reduzca la carga impositiva y regulatoria sobre las empresas para permitir que haya al menos “algo de crecimiento”. Si bien puede atribuirse parte de la desaceleración al efecto de incertidumbre respecto del ataque a Irak, no es menor que el 2do trimestre comience con una suba de las cargas patronales (la suba en la contribución al seguro nacional) (BBC – 16/4).

Creciente escepticismo ante la política. En la última elección general (2001), sólo uno de cada cinco jóvenes en condiciones de votar por primera vez fueron al cuarto oscuro. Al responder una encuesta, los motivos para ello son la poca conexión con los partidos políticos y la poca confianza en ellos; y si bien esto no es nuevo, sí lo es el que ni siquiera se molesten en ir a votar. Entre los jóvenes el ausentismo alcanzó el 79% mientras que en general fue del 41%. Las justificaciones de los jóvenes fueron que los partidos no cumplen sus promesas (87%), y que carecen (los jóvenes) de influencia sobre el sistema político (83%). El 53% está interesado en la política, sólo 15% declara no interesarse, y muy pocos creen que la política tenga alguna influencia positiva sobre su situación. Así, los encuestadores consideran falso el estereotipo del joven apático frente a la política: existe interés pero hay desconfianza hacia el sistema político y los partidos. Las preocupaciones principales están lejos de las que figuran hoy en el debate político: los servicios públicos, la salud, la educación y el transporte dejan muy atrás al Euro y las relaciones con Europa. Pero prevalece la falta de participación en cualquier tipo de actividad colectiva: sólo 36% participaría de cualquier tipo de grupo voluntario, social, comunal o deportivo (BBC – 22/4). 

Conflictos sociales

Francia. Los trabajadores de Giat Industries (armamentos), que llegaron a secuestrar a la dirigencia como forma de protesta, exigen un impasse en el programa de despidos, pero desde una postura, que en virtud de su reclamo sectorial, avala la militarización del país y Europa. Según voces de obreros y líderes sindicales: “Mientras mascullamos por la defensa europea, este plan (los despidos de Giat) equivale a una desaparición programada de la industria de armamento terrestre”... y si el jefe de estado “no ha querido ir a Irak, es porque Francia, disponiendo de no más de un cuarto de su equipamiento terrestre, habría sido incapaz de hacer frente” (LF – 17/4).

África

Regionalización y militarización

Conflictos sociales

Nigeria. En unos comicios con el 50% de abstención el actual presidente Obasanjo logró la reelección, venciendo al ex dictador musulmán Muhammadu Buhari, en lo que es la primer renovación democrática gubernamental en la historia del país. Una comisión de observadores de la Unión Europea denunció graves irregularidades (6 opositores asesinados, arresto de varias decenas, copamiento por las armas de centros de escrutinio) en al menos 13 de los 36 estados. Obasanjo criticó este informe por “no tomar en cuenta la cultura africana” y elogió la tarea de una comisión observadora de la Commonwealth (de la que Nigeria es miembro) que aparentemente no notó nada raro. El actual presidente es uno de los impulsores del Nuevo Acuerdo para el Desarrollo Africano (NEPAD) en el seno de la Unión Africana, que propone “orden, democracia, estabilidad macroeconómica y derechos humanos” en el continente. 

América Latina

Dos cuestiones de importancia podemos enunciar en el lapso de esta quincena. Por un lado, en el plano político y de las relaciones internacionales ya vimos más arriba las iniciativas de EEUU respecto a la región. (ver Situación Mundial-Regionalización…-América Latina).

Por el lado económico, y continuando los datos del informe anterior, la deuda externa de América Latina y el Caribe continúa en aumento. Debido a las políticas neoliberales el crecimiento de la deuda fue de la siguiente manera: en 1995, según el Banco Mundial, se debían en todo el continente 650.000 millones de dólares, y en el 2001 se pasaron a deber 760.000 millones. Según el diario mexicano la Jornada: En otras palabras, el capital financiero internacional, lejos de ayudar al desarrollo latinoamericano, lo impide y se llena los bolsillos con el ahorro interno de nuestros países, que se destinan al pago de amortizaciones e intereses por el servicio de la deuda externa. Esta sangría permanente de recursos hacia las arcas del capital financiero internacional obliga a una postergación también continua de las obras de infraestructura, de la modernización de la economía, del mantenimiento mismo de lo logrado en décadas anteriores en el campo de los servicios públicos, como sanidad o educación, en el mismo momento en que, sin embargo, la región registra un importante crecimiento demográfico. Si los recursos que se destinan cada año a pagar una deuda que aumenta sin cesar debido a los intereses sobre los intereses y a la caída del valor de las monedas latinoamericanas se dedicasen en cambio al desarrollo de los mercados internos e intrarregionales, el continente no se empobrecería para hacer más ricos a los ricos y financiar las economías metropolitanas (LJdM, 19/4)

Situación política

México. Agro: El gobierno mexicano se comprometió a crear un mecanismo permanente de administración de las importaciones de maíz blanco y frijol, con el propósito de comprar sólo lo que se requiera en el país y no afectar a los productores nacionales. Para ello, aplicará todos los mecanismos de defensa establecidos en el Tratado de Libre Comercio de América del Norte (TLCAN, ó NAFTA en inglés) -las salvaguardas- e iniciará consultas con los gobiernos de EEUU y Canadá para excluir los dos productos del acuerdo comercial, o bien crear convenios adicionales que en los hechos deriven en la protección de los agricultores mexicanos. Estos compromisos fueron asumidos por el gobierno en el contexto de las negociaciones que realiza con dirigentes de organizaciones de productores para establecer el acuerdo nacional para el campo. Para México no solamente son dos granos básicos, sino que son elementos indispensables en la alimentación de buena parte del sector campesino y de la soberanía alimentaria. Trasnacionales de EEUU controlan totalmente las importaciones que realiza México de los tres principales granos de consumo nacional: maíz, frijol y sorgo; detentan más de 90% de las compras externas de soja, carne, arroz, edulcorantes y otros, y tienen la mayor parte del mercado mexicano de bienes agroindustriales, con lo que han provocado la quiebra de los productores nacionales. En resumen, dominan ya la industria alimentaria mexicana. Así como entre 95 y 99% de productos cárnicos, carnes preparadas, arroz y edulcorantes. Incluso, estas empresas han desplazado del mercado mexicano a las trasnacionales australianas y neozelandesas (en cárnicos) y a las italianas y francesas (en carnes preparadas): "La integración subordinada del sector agroalimentario mexicano a los requerimientos de las grandes trasnacionales estadounidenses significa, como lo tenía proyectado el gran capital, la quiebra de los productores nacionales y la disminución de la producción interna de alimentos para la población, con el consiguiente avance de las corporaciones de la Unión Americana en el abasto interno de alimentos” (LJdM, 18/4)

Para el investigador Rafael Galindo el convenio preliminar logrado implica una solución intermedia, pues ni las organizaciones logran su objetivo de renegociar el TLCAN ni el gobierno se queda en su posición original de no tocarlo. Esto último porque se iniciarán consultas y se buscará establecer acuerdos adicionales, figura que contempla el propio tratado en su artículo 2202. 

Pero para el gobierno mexicano los acuerdos internos no serán fáciles de aplicar debido a la posición de los dos países miembros del TLCAN. El embajador de Canadá en México, Keith Christie, reiteró que para su país "no habrá renegociación del TLCAN". (16/4)

Para finalizar el acuerdo del Campo hace falta solucionar lo relativo a las órdenes de detención que pesan en contra de cuatro dirigentes agrarios y contra 300 campesinos, así como los conflictos agrarios que enfrentan agrupaciones del Congreso Agrario Permanente (CAP). 

Chile. Opiniones de un diario conservador sobre las elecciones en Argentina: “El interés de Chile es que Argentina -uno de los principales socios comerciales del país- levante cabeza y se convierta nuevamente en una plaza atractiva para exportar e invertir. En ese panorama las opciones sólo se restringen a Menem y López Murphy.” (El Diario, 25/4). La percepción general del empresariado es que estos candidatos serían los que con más seguridad establecerían un marco cambiario que favorezca a Chile en términos de intercambio comercial y retorno de beneficios. El “ajuste” de tarifas es esencial para empresas como Enersis (Edesur Argentina) que enfrentan importantes pasivos.

Paraguay. El Partido Colorado logró retener el poder por cinco años más (hace medio siglo que gobierna el país), de la mano de Duarte Frutos y frente a una oposición dividida entre “independientes” y “liberales” desprendidos del coloradismo. La continuidad del oficialismo parece difícil de explicar teniendo en cuenta la profundidad de la recesión paraguaya, que lleva al menos 7 años y que se manifiesta en la imposibilidad de cumplir con los compromisos externos, la depreciación de la moneda (51% en 2002), y un ingreso per cápita (890 dólares) que es el más bajo en 23 años. Dos millones de paraguayos (un 35% del total) viven en la pobreza; en el otro extremo, un 10% de la población concentra el 50% de la riqueza nacional. Un par de consideraciones pueden contribuir a comprender la permanencia del voto al régimen. Por un lado, hay 200.000 empleados estatales (casi el 10% del padrón) que a través de los años parecen responder al aparato político montando por los colorados. Contando a sus familias, tenemos que cerca de 1 millón de paraguayos (aproximadamente un 20% de la población) dependen de un sueldo estatal. Por otra parte, Duarte Frutos, aunque ex funcionario de los gobiernos de Wasmosy y González Macchi, a logrado presentarse como un “crítico” al interior del régimen y mimetizarse con la oposición en sus propuestas (difícilmente conciliables) de reducir el déficit fiscal y reactivar el rol del Estado.

La crítica situación de las finanzas de Paraguay despertó el temor de estar frente a un problema similar al de Argentina en 2002, dijo el analista económico Ricardo Rodríguez. En el diagnóstico de lo que ocurre con las finanzas del Estado, con los recientes pedidos de auxilio hechos por el Ministerio de Hacienda al Banco Central del Paraguay -con créditos de corto plazo-, la noticia es muy mala y la perspectiva peor, afirmó el especialista. Para Rodríguez la situación actual comprueba que "el Ministerio de Hacienda no está teniendo suficiente dinero para pagar puntualmente salarios públicos, deudas a proveedores y vencimientos de la deuda externa" (LJdM, 14/4).

Concentración y apertura de los mercados

Bancos La participación del capital extranjero en los activos de la banca privada latinoamericana se incrementó fuertemente en la década pasada y al comienzo de la actual, según la CEPAL. Según este organismo México es el país de mayor crecimiento de la participación del capital extranjero con un 90%. En otros cuatro países el porcentaje supera una participación de 50%: Argentina con 61%, de 10% en 1990; Chile con 62% de 19% en 1990; Perú con 61% respecto a 4% y Venezuela con 59%, desde 1%. 

En 2001, alrededor de un cuarto de los activos bancarios en la región era propiedad de sólo tres empresas: Citibank de EEUU, y los españoles Santander Central Hispano (SCH) y Banco Bilbao Vizcaya Argentaria (BBVA). 

Comercio con China: México ha registrado un importante deterioro en el saldo de su balanza comercial con China durante los últimos tres años, al pasar de 2.500 millones a 3.500 millones de dólares, advirtió el Comité Empresarial México-China, del Consejo Mexicano de Comercio Exterior (Comce), al destacar que entre ambos países hay enormes diferencias que ponen en desventaja a México. El panorama describe el acelerado avance de los productos chinos que se importan en EEUU, con claras ventajas en la industria del cuero y el calzado, el sector químico, hule, juguetes y artículos deportivos, una pelea cerrada en el mercado textil y una enorme diferencia en el sector editorial y del papel. 

Chile: tratados comerciales. La cancillería chilena está gestionando tratados de libre comercio con Singapur, la India y Nueva Zelanda (ya los posee con la Unión Europea y Corea del Sur), y es probable que se inicien conversaciones en este sentido con Colombia, y que se profundice el “modelo de complementación económica” con la Argentina, por el que Chile espera la reducción recíproca de aranceles para 144 productos. Parece estancada, sin embargo, la aprobación del TLC con los EE.UU. , que fuera considerado hace unos meses por el secretario de Comercio norteamericano, Robert Zoellick, como “modelo para un pacto hemisférico de libre cambio”. Zoellick, afirmó que no hay plazos hasta el momento para su ratificación. Confirmó, sin embargo, que un tratado similar con Singapur, cuya negociación fue paralela a la de Chile, será ratificado a principios de mayo. Singapur apoyó la coalición anglo norteamericana que invadió Irak.

Recesión y desempleo

México. Manufacturas: la producción manufacturera sigue dando muestras de estancamiento ya que sólo creció 0,4% en lo que va del año y no hay signos de mejoría; el carácter de dependencia del mercado externo, sobre todo norteamericano, impuso para el caso mexicano que la recesión del gigante del norte repercuta en la producción nacional. La falta de un mercado interno, con salarios devaluados y reformas tendientes a liberalizarlo aún más, sigue reproduciendo el carácter dependiente de la industria manufacturera mexicana, que sólo podrá lograr el crecimiento a partir de la recuperación norteamericana. Los últimos datos indican que en los últimos dos años el sector, que representa un quinto del PBI, perdió medio millón de empleos, y la producción cayó un 4,3%. 

Por su parte, la producción automotriz enfrascada en una competencia en la que ya participan 26 marcas, produjo en el primer trimestre de este año 41.382 vehículos menos que los fabricados en el mismo periodo de 2002, lo que implicó una caída de 9.3%, indican informes de la Asociación Mexicana de la Industria Automotriz (AMIA). Esta situación, reflejada en un descenso de 11.7% en la producción de vehículos para el mercado interno, y otra de 8.6% en los destinados a la exportación, obligó a las empresas Nissan y Volkswagen a anunciar la realización de paros técnicos durante este periodo vacacional de Semana Santa, y vislumbra un mal preámbulo para 2004 cuando se permitirá la libre importación de autos, en el contexto del TLCAN.

La industria maquiladora de exportación cumplirá en breve cuatro décadas de operar en México y hasta ahora no ha contribuido de manera significativa al desarrollo económico del país. Por el contrario, el constante traslado de plantas hacia zonas en las que se explota con mayor intensidad la mano de obra dejará en la ruina a poblaciones enteras, advirtió la investigadora Cirila Quintero Ramírez. 

Por ello, dijo, el gobierno federal no puede seguir viendo a la industria maquiladora como motor de la industrialización del país ni repetir ese modelo hacia el sur, en esquemas tipo el Plan Puebla-Panamá; debe, en cambio, ponerle un freno a los empleos que –aun cuando muchos cumplen con los requisitos laborales mínimos- han demostrado altísima inestabilidad. El origen del modelo maquilador fue el Programa Industrial Fronterizo, promovido por el gobierno federal a mitad de la década de los años 60, pensado como un esquema transitorio para impulsar el empleo en Tijuana, Ciudad Juárez y Matamoros. Para los empresarios, la maquila no es otra cosa que la posibilidad de insertarse en un esquema especial que les permite importar y exportar sin pagar impuestos, un régimen de exención fiscal que a partir de los ’80 fue extendido a otras zonas de país con la idea de que podría reactivar el mercado interno y establecer enlaces en la industria local. 

En términos generales, en medio de la contracción del mercado interno y la imposibilidad de ampliar exportaciones a EEUU, 69 de las 106 empresas más importantes del país redujeron 11.3% sus utilidades durante 2002; en tanto, 37 de ellas cerraron el año con pérdidas que ascendieron a 1.300 millones de pesos. 

Salarios: 90% de las trabajadoras mexicanas perciben hasta 5 salarios mínimos. Sólo 10% ganan por arriba de este límite, y de éstas únicamente 207.000 obtienen más de 10 minisalarios (más de 4,4 dólares diarios), plantea una investigación del director de la Escuela Nacional para Trabajadores, Raúl J. Lescas. En su análisis expone que las trabajadoras son las más afectadas por la crisis económica, ya que 44.34% de ellas, laboran sin prestaciones de ley, y 13.25%, trabajan sin pago y se mantienen de propinas que reciben. 

Regionalización y militarización

Encuentro Lula- Chávez: El presidente de Brasil y su par venezolano acordaron crear "un área económica sudamericana integrada" para fines del 2003. Lula dijo que era "urgente" alcanzar un pacto de libre comercio entre el Mercosur y los países del Pacto Andino (Venezuela, Colombia, Perú, Bolivia y Ecuador): "Acordamos dar la más alta prioridad a la integración de Sudamérica". La declaración de Lula es un esfuerzo por unir a los principales grupos comerciales de Sudamérica antes de la creación del ALCA, que incluirá a todos los países de América Latina, además de EEUU y Canadá (Reuters, 26/4).

América Central: Con dos estrategias paralelas en la misma zona geográfica, el Corredor Biológico Mesoamericano (CBM) y el Plan Puebla-Panamá (PPP) -financiados por instituciones internacionales-, se abre el acceso a las empresas trasnacionales a la riqueza biológica de la región, con la creación de infraestructura, industria y comercio. 

Aunque ambos proyectos son diferentes entre sí, porque uno se plantea como objetivo la "conservación" y el otro el desarrollo industrial, representan el punto de partida para la explotación y “destrucción de ecosistemas únicos por su riqueza y diversidad biológica", sostienen especialistas. 

En el sureste de México y en Centroamérica se localiza 11% de las especies animales y vegetales del planeta, eco-regiones de alta prioridad, bosques secos, humedales y bosques semófilos templados. Y sobre ellos -literalmente-, el PPP planea la construcción de carreteras, puertos marítimos, tendidos eléctricos y comunicaciones de fibra óptica, plantas generadoras de electricidad, oleoductos, gasoductos, vías ferroviarias, aeropuertos, canales secos y de agua, así como corredores industriales-maquiladores, detalla el investigador Delgado Ramos, de la Universidad Nacional Autónoma de México. El PPP fue sugerido por el presidente Vicente Fox en 2000 y aceptado por los presidentes de la región en el marco del mecanismo de diálogo de Tuxtla en 2001. 

En estas mismas áreas el Banco Mundial, mediante Global Enviromental Facility (GEF) -con fondos por 16 millones de dólares para cinco años-, desde 2000 promueve "la conservación" con el establecimiento de corredores que intercomunican áreas naturales protegidas. Pero esto es a primera vista: "el verdadero eje unificador del CBM es el desarrollo de un nuevo modelo para la integración económica de la región y la necesidad de atraer financiamiento para llevarlo a cabo". Así, los 20 millones de hectáreas del territorio que forma el CBM hacen de este proyecto "una sola entidad receptora de planes de financiamiento externos, abre la puerta a un nuevo estilo de intervención. Las áreas naturales protegidas tienen estas formas de inserción en el mercado: los servicios ambientales para contrarrestar los procesos de deterioro ambiental en otras partes del mundo; la bioprospección, para preservar in situ especies que pueden ser privatizadas o comercializadas por medio de las patentes, y el ecoturismo" (LJdM, 22/4). 

En conclusión, dos sectores del capitalismo (capitalismos vinculado a la producción: oleoductos, gasoductos, tendidos eléctricos, rutas, etc., frente a otro capitalismo vinculado al ecoturismo, servicios ambientales, etc.) se enfrentan para la obtención de los recursos naturales de una zona única por su diversidad y variedad.
Conflictos sociales

México. Lucha salariales: Ante las bajas perspectivas de creación de empleos y las casi nulas posibilidades de mejoría en las condiciones laborales, los trabajadores del país han optado por reducir al mínimo el número de huelgas y han incrementado en forma sustancial los convenios con las empresas para aceptar aumentos que en promedio se han ubicado en 5% en este trimestre. Las cifras oficiales establecen que en lo que va del gobierno de Fox el número de huelgas estalladas ha ido en descenso respecto de las administraciones anteriores. Del mismo modo en que se han ido reduciendo las expectativas de incrementos salariales.

Venezuela. Decenas de miles de venezolanos recordaron el primer aniversario de la fecha en que el presidente Hugo Chávez fue repuesto en su cargo tras un efímero golpe de Estado -el 13 de abril de 2002- que puso al líder de los empresarios Pedro Carmona como gobernante de facto, con el apoyo de Washington. 

Argentina

La pelea por las ganancias

El resultado es aún incierto. La elección del próximo presidente quedó para una decisión en segunda vuelta, que se realizará el domingo 18 de mayo, pero ahora con oferta reducida: Carlos Menem o Néstor Kirchner.

Sin embargo, más allá de quién sea el próximo presidente, el que asuma deberá aplicar las políticas exigidas por el FMI. Del lado de Menem esto es explícito. Así lo plantea el propio candidato en sus intervenciones. Del lado de Kirchner, si bien esto se oculta tras un discurso “progresista”, también se admite dicha situación, como lo hizo su padrino político: Duhalde admite que la primera urgencia, tras las elecciones, será cerrar el acuerdo definitivo con el FMI. La misión del FMI exigirá otro ajuste fiscal para comenzar a negociar ese acuerdo, esta vez, de 1,5% del PBI. “Tal vez un poco más”, dijo el Presidente. Así, el Fondo procura ampliar la meta de superávit primario previsto en el presupuesto 2003: del 2,5% del PBI al 4%. Ello implica severos recortes en el gasto o un aumento en los ingresos fiscales. Pero, además, el FMI requerirá otras condiciones políticas, económicas y de relaciones internacionales. De movida, la Argentina deberá pagar o refinanciar 3.000 millones de dólares de deudas ante los organismos internacionales que vencen en septiembre; ajustar las tarifas de servicios privatizados; reestructurar el sistema financiero, y renegociar la deuda pública en default. Pero la economía se vincula con la política. Parte de la suerte en la gestión financiera se jugará cuando los EE.UU. le reclamen al país posturas muy claras respecto de conflicto en Medio Oriente, la lucha contra el terrorismo y el tema Cuba (LN, 27/04/03).

De hecho, el Gobierno argentino abonó a los organismos financieros internacionales 900 millones de dólares, en el primer trimestre del año, tan sólo como adelanto de lo que viene (Clarín 21/04/03). Y lo que viene, está cercado por la ingerencia de los cuadros del FMI en la diagramación de las políticas económicas nacionales. Así, El Fondo Monetario Internacional no esperará ni un día: en la noche del domingo 27 de abril partirá de Washington una misión para comenzar a negociar con los equipos técnicos de los candidatos que lleguen al ballottage electoral. A lo que se suma la designación en Buenos Aires de un representante residente de jerarquía (Clarín 18/04/03). Se trata de John Dodsworth, cuya residencia en el país será permanente. 

Observemos, con mayor profundidad, algunos puntos sobre los que el FMI presiona, y la respuesta del gobierno. En el caso de la deuda, aún en “default”, con los acreedores privados, desde el Fondo advirtieron al gobierno que la quita sobre el capital adeudado, sólo podrá definirse “en función del consenso que se logre con los organismos respecto de cuánto puede pagar la Argentina (...) no antes”(Clarín 14/04/03). En este mismo sentido se sumó la presión desde un juzgado federal de Nueva York, en donde se falló a favor de fondos privados norteamericanos, tenedores de títulos de deuda argentina. Con esto el país debe pagar de inmediato 8,1 millones de dólares (Clarín 22/04/03).

En relación con la suba de tarifas, en donde también todo el arco internacional (FMI y Grupo de los 7, por ejemplo) presiona por su concreción inmediata, el Ministro Roberto Lavagna –quien ya había instado a las empresas privatizadas a recurrir a la justicia– planteó la aprobación de una ley que otorgue facultades absolutas al Ministerio de Economía para determinar los aumentos, evitando las posibles trabas en el Congreso (Clarín 14/04/03).

En cuanto a la reforma financiera, explícitamente el FMI exigió que se “blanquee” la crisis del sector, y que el Banco Central deje caer a los bancos que no cuentan con el mínimo de dinero para operar (Clarín 27/04/03). En función de esto, y aunque con matices, leemos el día 16 en Clarín: El ministro Roberto Lavagna enviará en las próximas horas al Congreso un proyecto de reforma bancaria para reestructurar el sistema financiero. El programa otorga amplias facultades al Banco Central para avanzar en la fusión, transferencias y saneamiento de los bancos afectados por la crisis (que terminó con la incautación de los depósitos a los ahorristas). También establece garantías especiales que protejan a los funcionarios de cuestionamientos judiciales contra sus decisiones (Clarín 16/04/03). En rigor se otorga la “inmunidad” judicial que el Fondo exigía, en función de aceitar los mecanismos del proceso de fusión, absorción y concentración de capitales en el sector. A esto debemos agregar, como parte del mismo movimiento, el avance del capital privado sobre la banca pública. 
Por último, y profundizando el conflicto interno con el campo (como veremos más adelante), desde el FMI pretenden la eliminación de los impuestos a las exportaciones (retenciones) que pagan las grandes y transnacionalizadas exportadoras del agro y del petróleo; y el impuesto al cheque, que grava las transacciones financieras. 

Con todo esto, es lícito concluir: Las pretensiones de Washington harían inviable la concreción de muchas de las promesas electorales que la mayoría de los candidatos hacen en la actualidad para acumular un mayor caudal de votos. Por ejemplo, sería poco factible avanzar en una inmediata y generalizada reducción de impuestos al consumo, tal como prometen varios candidatos. Entre otros, la promocionada rebaja del IVA. [...] También haría poco factibles las promesas de elevar los salarios públicos y las jubilaciones. Ya la pauta actual de superávit no incluye aumento de sueldos para los trabajadores estatales (Clarín 20/04/03). 

A nivel interno, observamos un movimiento de fractura, reposicionamiento de las fracciones y reagrupamiento general. 

Por ejemplo, como veíamos en el Análisis pasado, –y parafraseando al titular del Banco Macro Bansud, Jorge Brito– se están “sincerando” a nivel organizativo, las fracturas internas de la banca, la UIA y otros sectores de la burguesía. Esta quincena, hubo dos acontecimientos relacionados con este movimiento de “dispersión”. Por un lado se desarrollaron de una manera nada pacífica, las elecciones al interior de la UIA. El hecho eleccionario, primero luego de 16 años, demostró la incapacidad de acuerdo. Pero sobre todo fue la acusación de un sector de la Unión Industrial, la Lista Industriales que denunció públicamente el desplazamiento de consejeros favorables a dicha lista, por parte de la actual dirigencia, nucleada en la lista opositora (Clarín 22/04/03). También se habló del uso de firmas falsas para asegurarse los votos y de otros métodos improcedentes (Clarín 20/04/03). 

El segundo hecho, que tomamos como ejemplo, tiene que ver con la creación de ADIPA, sigla de Asociación para el Desarrollo de la Industria y Producción Agroalimentaria. Esta nueva organización está comandada por las industrias alimenticias más grandes (como Arcor, Sancor, Aceitera General Deheza–AGD–), y agrupa a las industrias del sector del interior del país, fundamentalmente de Santa Fe y Córdoba. No es un detalle menor que el acto de fundación de la nueva entidad, se haya desarrollado en esta última provincia. Cabe agregar que la fundación de ADIPA no implica la ruptura con otras organizaciones, tales como la UIA o la AEA. Dejando afuera a las medianas y pequeñas empresas del sector, los de ADIPA afirman: “Tenemos por objetivo representar al sector desde el interior del país, donde están radicadas las empresas agroalimentarias más importantes y de capitales nacionales” [...] “Se trata de un sector clave para salir de la crisis: representamos alrededor del 60 por ciento de las exportaciones del país”. “No queremos estar ausentes en el momento de las decisiones” (Clarín 19/04/03). 

Con todo es necesario alertar respecto de la autodenominación de “capitales nacionales”. Según el economista de la CTA, Claudio Lozano, la burguesía nacional desapareció. “A fines del 2001, 73% de lo que producían las 500 empresas líderes pertenecía a grupos extranjeros, y el otro 17%, a grupos locales muy transnacionalizados”. Agregó, “ni la interna en la UIA [...] ni la nueva ADEBA [...] deberían interpretarse como un resurgir de la burguesía nacional” (Clarín 19/04/03).

Faltaría ver la otra parte (o el otro “momento”) del movimiento total de la clase dominante (excluyendo por ahora, el fundamental avance y ataque sobre los trabajadores). Nos referimos al momento de reagrupamiento de un sector, más allá de sus diferencias internas, en función de la realización de los intereses materiales que comparten (aunque sólo sea de manera temporal o condicional). El ejemplo que observamos esta quincena se da en el sector agrario. El “campo”, desde hace meses –vale la pena aclarar– viene presionando al gobierno para conseguir de éste una baja en los impuestos. Exigen, fundamentalmente, la reducción o abolición de las retenciones –que gravan las exportaciones–; el llamado “ajuste” a las ganancias por la inflación (los agrarios afirman que sus activos están “inflados” por la inflación, de lo que resulta pagos “inflados” del impuesto a las ganancias). Estos intereses mínimos agrupan, aunque sea de manera condicional, a todo el arco de gran, mediana y pequeña burguesía agraria. La Sociedad Rural Argentina, las Confederaciones Rurales Argentinas, Coninagro y la Federación Agraria, actuaron “en bloque” recurriendo, por ejemplo, a la justicia, como mecanismo de presión, con el objeto de “absorber” y concentrar la mayor porción de riqueza posible. Es cierto que la punta de lanza son los más pequeños, quienes amenazaron con movilizaciones de chacareros ante las filiales de la AFIP en las provincias (Clarín 16/04/03). Pero resaltamos la capacidad de nucleamiento que tiene, en este caso el agro, superando las simultáneas contradicciones entre grandes propietarios –vinculados al capital extranjero y parte de grupos económicos que operan en otros sectores de la producción y la circulación– y los medianos y pequeños. Contradicción que se expresa en el avance de los grandes sobre las tierras de los medianos y pequeños. 

Con todo, y no sabemos por cuanto tiempo más, el Duhalde y Lavagna rechazaron los reclamos del sector.

La pelea política

Como vimos en cada uno de nuestros Análisis desde la convocatoria a elecciones a mediados del año pasado, una de las mayores preocupaciones de la dirigencia política, eclesiástica y empresarial argentina, estuvo puesta en reconstruir la gobernabilidad. 

Para ello, se apeló a una incesante campaña a través de medios masivos de comunicación que apuntaba a la necesidad de que las elecciones cuenten con un alto porcentaje de votantes, y que éstos voten por alguien, es decir, voten en positivo, contra la tendencia que se venía manifestando hacia lo que la prensa llamó “el voto bronca”, que incluía la abstención, el voto en blanco y nulo, y que sumados en las legislativas del 2001 alcanzaban el 41% del padrón.

Hasta último momento, y aún durante la veda electoral, el llamado desesperado se siguió realizando: El presidente Eduardo Duhalde exhortó ayer a los argentinos a que “vayan a votar y hagan valer el derecho soberano que tienen” (LN, 26/04/03).

La presión dio cierto resultado. Finalmente, en los comicios realizados el día 27 para elegir presidente y vice, votó 77,6% del total de 25.478.945 inscriptos en el padrón. Para ver esto en perspectiva, tengamos en cuenta la participación en las presidenciales desde la reinstauración de la democracia: En 1983 votó el 81,1% del total del padrón electoral; en 1989, el 84,6%; en 1995 el 82,1% y en 1999, el 80,5% de los inscriptos (LN, 2804/03).

Del total del padrón, Carlos Menem obtuvo casi 4.700.000 votos, es decir, alrededor de 18,4%. Y el otro candidato que entró en el ballottage, Néstor Kirchner, obtuvo algo más de 4.200.000 votos, es decir, aproximadamente el 16,6%. 

Téngase en cuenta que los números no coinciden con los publicados por los medios masivos, ya que éstos calculan los porcentajes no sobre el padrón (el total de votantes habilitados), sino sobre el total de los votos positivos, es decir, no tienen en cuenta para sus cálculos la abstención, los blancos, nulos e impugnados. La suma de ausentes y votos blancos-nulos-impugnados fue de 6.239.692, es decir 24,5% del padrón.

Es de desatacar que ante el complicado escenario que tiene planteado el próximo gobierno, sea éste conducido por Menem o por Kirchner, la dispersión del voto hace que ese gobierno tenga, en principio, una naturaleza débil. Es muy difícil gobernar cuando ni siquiera el 20% de la población está de acuerdo. La fractura es evidente, aún cuando ésta y la cantidad de candidatos que se ofrecieron a la puja electoral, probablemente haya sido uno de los elementos fundamentales en reducir drásticamente la cantidad de votos en blanco, nulos e impugnados, que sumados apenas superaron el 2% del padrón.

Esta situación de alerta se expresa en un editorial del diario Clarín, a una semana de las elecciones: El rasgo más característico del actual panorama electoral es, indudablemente, la notable dispersión de intenciones de voto: sólo un par de candidatos alcanzaron a reunir más de un 20% de intención de votos y esto recién en las últimas semanas y en tan sólo algunas encuestas. [...] Esta situación se debe, más que a la fragmentación de las opiniones políticas entre la ciudadanía, al poco entusiasmo que cada candidato genera y a la desconfianza que todavía despierta la denominada clase política, en general [...] Esto significa, en primer lugar, que la fuerza que reciba el próximo gobierno deberá responder a importantes demandas ciudadanas de orden económico, político y ético para evitar un nuevo deterioro del clima social. Y deberá hacer esto en condiciones poco propicias, considerando la crisis económica que atraviesa, los pesados compromisos financieros internacionales que habrá que cumplir en el futuro próximo y la reducida base electoral con que seguramente contará el próximo gobierno (Clarín 20/04/03). 

En este sentido fue reveladora la preocupación del ya citado hombre del Fondo, John Dodsworth, que preguntó ”¿Podrá el próximo gobierno alinear a las provincias para hacer otro ajuste fiscal?” (Clarín 18/04/03).

Los números de la crisis

Como vemos, aplicar lo que exige el FMI, con esta falta de consenso, no será nada sencillo. Los números indican una difícil situación: La indigencia alcanza al 24,7% de la población urbana, mientras que el 54,3% es pobre. El desempleo, incluyendo los planes jefas y jefes de hogar, alcanza al 17,8%, mientras que si no se tienen en cuenta estos subsidios alcanza al 22,3% de la población (27/04/03). 

Y aún con previsiones alentadoras (casi milagrosas), la situación tardaría mucho en mejorar, sólo para volver a como estábamos en 2001, donde la situación ya era catastrófica: “Para recuperar el nivel que tenía en 2001, la masa real de ingresos laborales debe ahora aumentar un 40%”. A tal conclusión llega un trabajo de a consultora Sociedad de Estudios Laborales (SEL). El informe agrega que, en una hipótesis optimista de crecimiento del empleo del 3% (lo que supone un avance de la economía de al menos el 5%) y una suba de la remuneración media del 2%, se necesitarían siete años para alcanzar el objetivo (LN, 15/04/03).

Conflicto social

El día 13 de abril, el sindicato de Camioneros liderado por Hugo Moyano, realizó un “paro general en las fronteras” por 24 horas, en reclamo de mejoras salariales (LN, 14/04/03).

El 16 de abril, aprovechando la corriente turística generada por el fin de semana largo de Semana Santa, los choferes de micros de larga distancia enrolados en la Unión Tranviarios Automotor (UTA) realizaron un paro sorpresivo de dos horas y media, en reclamo de un aumento salarial del 70% (LN, 17/04/03).

También el día 16, once organizaciones de desocupados realizaron una “jornada piquetera” en 17 provincias, con diversos actos y movilizaciones que culminaron en la Plaza de Mayo. Se exigió la liberación de dirigentes detenidos, la entrega de planes Jefas y Jefas de Hogar, aumento de sueldos y reparto de las horas de trabajo. Antes de marchar hacia la Plaza, la Corriente Clasista Combativa cortó Puente Saavedra, junto con asambleas barriales y miembros de las comisiones internas de Terrabusi, Ford y otras fábricas (Clarín y LN, 17/04/03).

El mismo día, los encargados de atención al público y maleteros de la aerolínea LAPA iniciaron una huelga en reclamo del pago de salarios adeudados. El 22, bajo la consigna “LAPA no se cierra”, los trabajadores ocuparon una pista de aterrizaje en Aeroparque. Más tarde, cortaron la Av. Costanera y se dirigieron al Ministerio de Trabajo (Clarín 23/04/03).

El centro del conflicto en esta quincena, sin embargo, se encontró en la fábrica textil Confecciones Brukman, que había sido tomada por sus trabajadores y puesta a producir bajo control obrero en diciembre de 2001. El 18 de abril se produjo un desalojo de la fábrica por orden judicial, con represión policial incluido. Desde este día, se realizaron diversas movilizaciones y actos frente a la fábrica, convocados por organizaciones de desocupados, asamblearias, y partidos de izquierda. Una de ellas, realizada el día 21, fue violentamente reprimida por la policía. Esto llevó a que el día 23, se instale un campamento permanente frente a la fábrica, mientras se realizaba una “jornada piquetera” en la que se cortaron diversos puntos del conurbano bonaerense para pedir planes sociales, y se incluyó el reclamo de los trabajadores de Brukman, y de otras empresas en similar situación como la fueguina Renacer (LN 19, 22 y 24/04/03).

Finalmente el jueves 24 se movilizaron el MJDI, dirigido por Raúl Castells, Barrios de Pie, el MTD Aníbal Verón, Polo Obrero, Movimiento Teresa Rodríguez, la CCC y el Frente de Trabajadores Combativos (FTC). Algunos pasaron por la carpa instalada en Brukman, en apoyo a los trabajadores desalojados. La jornada concluyó en Plaza de Mayo junto a las comunidades indígenas y miembros de la CTA, en donde repudiaron la expulsión y remates de tierras (Clarín 25/04/03).

Militarización y Seguridad

Finalmente y en sintonía con Brasil, el gobierno argentino optó por abstenerse a la hora de condenar a Cuba, en el marco de la Comisión de las Naciones Unidas, por violaciones de los Derechos Humanos. Según el cable que la Cancillería envió al embajador argentino en Ginebra, “Se solicita que coordine su intervención con el señor embajador de Brasil, de conformidad con lo acordado entre los presidentes” (Duhalde y Lula) (Clarín 16/04/03).

En esta misma línea Duhalde volvió a criticar la política exterior norteamericana, probablemente como parte de la campaña electoral, montándose en el fortísimo rechazo popular hacia los EE.UU.: “Estos meses no van a pasar a la historia por los hechos que condenamos, sino por la decisión unilateral de EE.UU. que produce muerte, dolor e injusticia y que dejó a la ONU en una situación que lamentamos mucho” (Clarín 16/04/03). 

La respuesta yanqui no tardó en llegar. No sólo pronunciaron la palabra “decepción” (Clarín 20/04/03) sino que el Departamento de Estado norteamericano suspendió la ayuda militar a la Argentina. En rigor, alegando una duda del país con el Fondo de las América, se dejó en suspenso la ejecución de los “Programas de Asistencia para la Seguridad”, por medio del cual los norteamericanos venden repuestos de vehículos militares en desuso a los países de América Latina. Finalmente desde el Ministerio de Defensa, se logró destrabar el acuerdo (Clarín 19/04/03).
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